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     La Plata, 18 de feb de 2020


VISTO los arts. 36 inc. 8 y 55 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires; la Ley 13.834 y sus modificatorias, la Ley Orgánica del Defensor del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires; los arts. 16, 19, 33, 75 inc. 22 y concordantes de la Constitución Nacional; la Ley 27.350 sobre Investigación Médica y Científica del Uso Medicinal de la Planta de Cannabis y sus derivados, el Decreto 738/17, las Resoluciones N° 1537-E/17 del Ministerio de Salud de la Nación y N° 258/18 del Ministerio de Seguridad de la Nación, la Resolución N° 22/18 del Defensor del Pueblo, y;

CONSIDERANDO
Que oportunamente, distintos grupos de habitantes de la Provincia de Buenos Aires nucleados en organizaciones de la sociedad civil, requierieron la intervención de nuestro organismo, atento el incumplimiento por parte del Estado de las obligaciones que emergen tanto de la Ley 27.350 sobre Investigación Médica y Científica del Uso Medicinal de la Planta de Cannabis y sus Derivados, como de la reglamentación de dicha norma, que actualmente les impide efectivizar los derechos previstos en ella.
Que a partir de esta situación, se planteó que el autocultivo de cannabis para uso medicinal, garantiza la obtención de diferentes variedades genéticas, dado que hay cepas altas en tetrahidrocannabinnol (THC) y otras altas en cannabidiol (CBD), y que debido a que cada organismo es único y cada sintomatología responde diferente a las diversas variedades, el cultivo en forma orgánica permite la elaboración del aceite en forma natural, teniendo a su alcance el tratamiento más adecuado para sus hijos, la garantía de continuidad del mismo y control de su calidad, evitando tener que acudir al mercado informal, que expondría a los pacientes en su integridad física y jurídica, y que tampoco brinda garantías respecto de la calidad del producto que adquieren.
Que asimismo, las organizaciones no gubernamentales que se acercaron a nuestro organismo expresaron que el autocultivo les permite el acceso gratuito e inmediato a la planta, adaptándola a tratamientos óptimos para sus hijos y/o sus propias patologías, ya que pueden elegir la forma de administración, sea en resina, aceite, spray, vaporizándolo, etc., así como su dosificación en micro dosis.
Que en la actualidad, la alternativa al autocultivo consiste en la adquisición, mediante la importación desde Estados Unidos de un extracto de cannabis denominado “Charlotte´s”, y/o otras marcas de aceites estandarizados, que la comunidad médica prescribe usualmente ante la existencia de diagnósticos de epilepsia refractaria. Que la tramitación para su compra debe realizarse en las oficinas de la ANMAT (sede Ciudad Autónoma de Buenos Aires), quién debe autorizar la misma, y posteriormente se efectiviza su obtención por intermedio de una empresa multinacional, siendo el costo del producto para un tratamiento de 30 días de aproximadamente doscientos cincuenta dólares estadounidenses (U$S 250).

Que estas dificultades burocráticas y económicas colocan en condición de desigualdad a las familias según su situación económica, poniendo en riesgo la continuidad del eventual tratamiento de sus hijos.

Que dichas organizaciones de la sociedad civil dieron cuenta de su lucha incansable para lograr el cauce normativo de la situación, lo que se logró a partir que el Congreso aprobara la Ley 27.350 que prevé como objeto establecer un marco regulatorio para la investigación médica y científica del uso medicinal, terapéutico y/o paliativo del dolor de la planta de cannabis y sus derivados, garantizando y promoviendo el cuidado integral de la salud, y garantizando el acceso gratuito al aceite de cáñamo y demás derivados a toda persona que se incorpore al Programa.
Que sin embargo, a pesar de la sanción de la mencionada ley y el dictado del Decreto Reglamentario 738/17, los reclamantes expresaron que el Estado Nacional no está dando cumplimiento a las normas que les permitirían acceder al aceite en forma gratuita, toda vez que aún no hay demasiados avances en la implementación efectiva del Programa Nacional para el Estudio y la Investigación del Uso Medicinal de la Planta de Cannabis, sus derivados, y tratamiento no convencionales, en la órbita del Ministerio de Salud de la Nación y su coordinación con los demás organismos que prevé la ley. 

Que asimismo, los laboratorios de producción pública de medicamentos nucleados en ANLAP, contemplados en el artículo 10 de la Ley 27.350, no están produciendo ni comercializando actualmente cannabis para uso medicinal, terapéutico y/o de investigación; como tampoco se registran avances respecto de las tareas de investigación que, según el marco legal, deben realizar el INTA y el CONICET, incumpliendo de este modo con lo establecido en el artículo 6 de la Ley.

Que todas estas circunstancias referidas y la demora en la implementación de las previsiones legales, sitúa a los usuarios de cannabis medicinal en un estado de riesgo cierto y concreto de ser criminalizados y privados de la materia prima con la que sostendrían los tratamientos, ya que la única forma de garantizar el mejor estado de salud para ellos y sus hijos en forma inmediata es a través del autocultivo.

Que oportunamente, a fin de colaborar en el efectivo goce del derecho a la salud, el Defensor del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires dictó la Resolución N° 22/18, que recomienda al Ministerio de Salud de la Nación que “…garantice el acceso gratuito al aceite de cáñamo y demás derivados del cannabis, en variedad de cepas suficientes para su rotación, a toda persona que voluntariamente se incorpore al Programa Nacional para el Estudio y la Investigación del Uso Medicinal de la Planta de Cannabis, ello para su uso medicinal, terapéutico y/o paliativo del dolor, para los pacientes que presenten las patologías que la autoridad de aplicación determine y/o el profesional médico del hospital público indique (arts. 1, 2, 3 inc. d y j, y 7 de la Ley 27.350), a fin de garantizar el disfrute del más alto nivel posible de salud que les permita vivir dignamente”.
Que la cuestión debe necesariamente ser abordada desde una perspectiva de derechos, con aplicación del principio pro persona, a fin de llevar adelante la más amplia interpretación posible, ya que se encuentran afectados derechos de jerarquía constitucional y convencional.

Que de esta forma, la convergencia de normas que pueden perseguir motivaciones diferentes, torna necesaria la realización de una aproximación sistemática y armónica, a fin que la omisión del obrar estatal no signifique vulneraciones de los estándares que rigen en materia de promoción y protección de los derechos humanos. 

Que esta forma de proceder ha sido sostenida por la Corte Suprema de Justicia de la Nación (CSJN), al señalar que: “La norma específica (art. 13, ley 21.541) ha de ser interpretada considerando armónicamente la totalidad del ordenamiento jurídico y los principios y garantías de raigambre constitucional, para obtener un resultado adecuado, atento a las excepcionales particularidades de esta causa, pues la admisión de soluciones notoriamente disvaliosas no resulta compatible con el fin común tanto de la tarea legislativa como de la judicial (Fallos, 255:360; 258:75; 281:146; causa "Mary Quant Cosmetics Limited c. Roberto L. Salvarezza" del 31 de julio de 1980). Ello así, porque no debe prescindirse de las consecuencias que naturalmente derivan de un fallo toda vez que constituye uno de los índices más seguros para verificar la razonabilidad de la interpretación y su congruencia en el sistema en que está engarzada la norma (Fallos, 234:482).

Que el artículo 1° de la ley 27.350 consagra como objeto el establecimiento de “un marco regulatorio para la investigación médica y científica del uso medicinal, terapéutico y/o paliativo del dolor de la planta de cannabis y sus derivados, garantizando y promoviendo el cuidado integral de la salud”
. 
Que dicha norma hace referencia a la cuestión relativa al cuidado integral de la salud, destacándose que a lo largo del tiempo el concepto ha variado, pues originariamente se vinculaba exclusivamente a la ausencia de enfermedades, para luego evolucionar hasta comprender el completo bienestar físico, psíquico y social de la persona.
Que en este sentido, en el Preámbulo de la Constitución de la Organización Mundial de la Salud (OMS, 1948), se define a la salud como “Un estado de completo bienestar físico, mental y social, y no solamente la ausencia de enfermedad o dolencia. Dentro del contexto de la promoción de la salud, la misma ha sido considerada no como un estado abstracto sino como un medio para llegar a un fin, como un recurso que permite a las personas llevar una vida individual, social y económicamente productiva. La salud es un requisito para la vida misma, no el objetivo de la vida. Se trata de un concepto positivo que acentúa los recursos sociales y personales, así como las aptitudes físicas”.

Que a su vez, la Carta de Ottawa para la Promoción de la Salud, de la Organización Mundial de la Salud (OMS), Ginebra (1986) expresó: “De acuerdo con el concepto de la salud como derecho humano fundamental, la Carta de Ottawa destaca determinados prerrequisitos para la salud, que incluyen la paz, adecuados recursos económicos y alimenticios, vivienda, un ecosistema estable y un uso sostenible de los recursos. El reconocimiento de estos prerrequisitos pone de manifiesto la estrecha relación que existe entre las condiciones sociales y económicas, el entorno físico, los estilos de vida individuales y la salud. Estos vínculos constituyen la clave para una comprensión holística de la salud que es primordial en la definición de la promoción de la salud. Hoy en día, la dimensión espiritual de la salud goza de un reconocimiento cada vez mayor. La OMS considera que la salud es un derecho humano fundamental y, en consecuencia, todas las personas deben tener acceso a los recursos sanitarios básicos”. 
Que una de las características principales de este derecho, por una parte, es la de estar íntimamente interrelacionado con otros derechos humanos, y por otra, que se necesita el cumplimiento de importantes requisitos de tipo político, social, económico y ambiental, para el adecuado goce del mismo.
Que en nuestra Constitución Nacional, debemos distinguir el texto originario de 1853 - 1860 y lo acontecido posteriormente con la reforma constitucional de 1994. El derecho a la salud no fue inicialmente incluido de manera expresa, sino implícita a través del art. 33 de los derechos no enumerados. Era un derecho individual anexo al derecho a la vida y su sujeto pasivo era el Estado, que debía abstenerse de violar o dañar la salud, como lo sostuvo el constitucionalista Germán J. Bidart Campos. 

Que la reforma constitucional de 1994 incorporó el derecho a la salud de manera expresa: a) En el art. 41 sobre ambiente al prescribirse específicamente en relación a nuestro tema que “Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano… Las autoridades proveerán a la protección de este derecho,… Corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, y a las provincias, las necesarias para complementarlas, sin que aquéllas alteren las jurisdicciones locales... Se prohíbe el ingreso al territorio nacional de residuos actual o potencialmente peligrosos, y de los radiactivos...”; b) En el art. 42 al referirse a los consumidores y usuarios se expresa que “Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud,… Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos… La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos,…previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y de las provincias interesadas, en los organismos de control...”; c) En el art. 43 sobre la garantía de Amparo, que se reconoce específicamente para las materias citadas en los incisos anteriores y para los derechos de incidencia colectiva en general; d) En el art. 75 inc. 19 sobre la nueva cláusula de Progreso, que ordena como competencia del Congreso: “Proveer lo conducente al desarrollo humano,… Proveer al crecimiento armónico de la Nación y al poblamiento de su territorio; promover políticas diferenciadas que tiendan a equilibrar el desigual desarrollo relativo de provincias y regiones…”; e) En el art. 75 inc. 23 sobre discriminación inversa que dice: “Legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta Constitución y por los tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos, en particular respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad. Dictar un régimen de seguridad social especial e integral en protección del niño en situación de desamparo, desde el embarazo hasta la finalización del período de enseñanza elemental, y de la madre durante el embarazo y el tiempo de lactancia”; f) En el art. 75 inc. 22 sobre el reconocimiento de rango constitucional a determinados tratados internacionales de derechos humanos, que expresa: “…La Declaración Americana de los Derechos del Hombre; la Declaración Universal de Derechos Humanos; la Convención Americana sobre Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo; la Convención sobre la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio; la Convención Internacional sobre la eliminación de todas las formas de Discriminación Racial; la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la Mujer; la Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, Inhumanos o degradantes; la Convención sobre los derechos del Niño; en las condiciones de su vigencia, tienen jerarquía constitucional, no derogan artículo alguno de la primera parte de esta Constitución y deben entenderse complementarios de los derechos y garantías por ella reconocidos…..”.

Que el artículo 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, es el que reviste mayor importancia, toda vez que prevé el reconocimiento del derecho humano a la salud, en consonancia con el salto cualitativo fundamental que produjo la reforma constitucional de 1994, de introducirnos en la faz más avanzada del derecho constitucional, el de la “internacionalización de los derechos humanos”. 

Que en efecto, el Derecho Humano a la Salud se encuentra contemplado en los siguientes instrumentos internacionales: Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, arts. VII y XI; en la Declaración Universal de Derechos Humanos, arts. 3, 8 y 25; en el Pacto Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, art. 12; en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, arts. 6, 7 y 24; en la Convención Americana de Derechos Humanos, arts. 4 inc. 1., 5 incs. 1 y 2, 19 y 25 y en la Convención sobre los derechos del Niño, arts. 3, 6, 23, 24 y 25.

Que se debe destacar que el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, a través de la tarea del Comité específico ha desarrollado de manera completa el alcance interpretativo del derecho a la salud. El artículo 12 del Pacto dice expresamente establece expresamente que: “…1. Los Estados partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental. 2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el Pacto a fin de asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias para: a) la reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el sano desarrollo de los niños; b) el mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del medio ambiente; c) la prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas; d) la creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos en caso de enfermedad”.

Que sobre este punto específico, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas (Comité PIDESC), efectuó la interpretación del Pacto acerca del derecho a la salud y de la responsabilidad de los Estados partes en su Observación General N° 14, aprobada el 11 de mayo de 2000. 

Que las principales conclusiones que el Comité ha señalado en dicha Observación, son las siguientes: 1. Que la salud es un derecho humano fundamental e indispensable para el ejercicio de los demás derechos humanos; 2. Que todo ser humano tiene derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud que le permita vivir dignamente; 3. Que el derecho a la salud está estrechamente vinculado al ejercicio de otros derechos humanos y depende de estos derechos, que se enuncian en la Carta Internacional de Derechos, en particular el derecho a la alimentación, a la vivienda, al trabajo, a la educación, a la dignidad humana, a la vida, a la no discriminación, a la igualdad, a no ser sometido a torturas, a la vida privada, al acceso a la información y a la libertad de asociación, reunión y circulación. Esos y otros derechos y libertades abordan los componentes integrales del derecho a la salud; 4. El derecho a la salud no debe entenderse como un derecho a estar sano. El derecho a la salud entraña libertades y derechos. Entre las libertades figura el derecho a controlar la salud y el cuerpo de uno, con inclusión de la libertad sexual y genésica, y el derecho a no padecer injerencias, como asimismo el derecho a no ser sometido a torturas ni a tratamientos y experimentos médicos no consensuales. 

Que entre los derechos exigibles al Estado se encuentra el relativo a un sistema de protección de la salud que brinde a las personas oportunidades iguales para disfrutar del más alto nivel posible de salud.

Que el concepto del “más alto nivel posible de salud” tiene en cuenta tanto las condiciones biológicas y socioeconómicas esenciales de la persona, como los recursos con que cuenta el Estado para garantizarlo. Es por ello que el Comité en la Observación N° 14 menciona entre las obligaciones de los estados, las siguientes: abstenerse de prohibir o impedir los cuidados preventivos, las prácticas curativas y las medicinas tradicionales; censurar, ocultar o desvirtuar intencionalmente la información sobre salud, etc.

Que entre las obligaciones de proteger se indican: adoptar leyes para el acceso igual a la atención de la salud y velar por que la privatización del sector no represente una amenaza para el cumplimiento de los requisitos de los servicios de salud antes fijados. 

Que respecto a las obligaciones de cumplir, se ordena que los Estados deben garantizar la atención de la salud, en particular estableciendo programas de inmunización contra las principales enfermedades infecciosas y velar por el acceso igual a todos los factores determinantes básicos de la salud, como alimentos nutritivos sanos y agua potable, servicios básicos de saneamiento y vivienda y condiciones de vida adecuadas; se debe establecer también un sistema de seguro de salud público, privado o mixto que sea asequible a todos, el fomento de las investigaciones médicas y la educación en materia de salud, así como la organización de campañas de información, en particular, sobre el sida, salud sexual y genésica, las prácticas tradicionales, la violencia en el hogar y el uso indebido de alcohol, tabaco, estupefacientes y otras sustancias nocivas (párrafo 36).

Que asimismo plantea que el derecho a la salud debe ser asegurado por el Poder Judicial, ya que toda persona o todo grupo que sea víctima de una violación del derecho a la salud deberá contar con recursos judiciales efectivos u otros recursos apropiados en los planos nacional e internacional. Todas las víctimas de esas violaciones deberán tener derecho a una reparación adecuada, que podrá adoptar la forma de restitución, indemnización, satisfacción o garantías de que no se repetirán los hechos (párrafo 59 de la referida Observación General).

Que por otra parte, en el ámbito local, la Constitución de la Provincia de Buenos Aires en su artículo 36 inc. 8 contempla el derecho a la salud, estableciendo que: “La Provincia garantiza a todos sus habitantes el acceso a la salud en los aspectos preventivos, asistenciales y terapéuticos. El medicamento por su condición de bien social integra el derecho a la salud…”.
Que ingresando en el análisis del marco normativo local  en su vinculación con esta temática, la Ley 27.350 en su artículo 8° crea en el ámbito del Ministerio de Salud un Registro Nacional Voluntario a los fines de autorizar en virtud de lo dispuesto por el artículo 5° de la Ley 23.737 la inscripción de los pacientes y familiares de pacientes que, presentando las patologías incluidas en la reglamentación y/o prescriptas por médicos de hospitales públicos, sean usuarios de aceite de cáñamo y otros derivados de la planta de cannabis, con el resguardo de protección de confidencialidad de datos personales. 
Que esta remisión de la Ley resulta de particular importancia, ya que la ley 23.737, en su artículo 5° dispone la penalización de ciertas conductas, como el cultivo, la producción, el comercio de estupefacientes, etc., sólo en el caso que las mismas se desarrollen “sin autorización o con destino ilegítimo”. 
Que de la interpretación armónica de ambas normas puede inferirse que los usos medicinales y terapéuticos de la planta de cannabis e inclusive su cultivo, no se encuentran contempladas dentro de las conductas penadas por el artículo 5° de la Ley 23.737, en tanto las mismas cuenten con autorización estatal, a la que refiere el artículo 8° de la Ley 27.350, por lo que -debidamente inscriptos en el Registro- no estarían incurriendo en conducta delictiva alguna.
Que la reglamentación de la ley 27.350 a través del Decreto 738/17 no circunscribe el uso de aceite de cannabis a una sola patología, aprobando la investigación médica y científica de uso medicinal de la planta de cannabis y sus derivados (Art. 1°), y desarrollando en su Anexo I los lineamientos del “Programa Nacional para el Estudio y la Investigación del Uso Medicinal de la Planta de Cannabis, sus derivados y Tratamientos no convencionales”, y permitiendo la provisión gratuita de aceite a aquellos pacientes inscriptos en el Registro respectivo.
Que en tal sentido, sólo la Resolución 1537-E/2017 del Ministerio de Salud de la Nación hace referencia en el art. 1° de su Anexo I a la epilepsia refractaria, dejando establecido expresamente que “EL PROGRAMA podrá incorporar otras patologías, basado en la mejor evidencia científica”. Asimismo, en su art. 2° b. se crea el Registro de PACIENTES EN PROTOCOLO DE INVESTIGACIÓN (R.N.P. en P.I.), investigaciones científicas, que deberán estar registradas en el Registro Nacional de Investigaciones (RENIS).
Es decir, que dicha resolución del Ministerio de Salud de la Nación, vino a limitar el uso de aceite de cannabis a una sola patología, situación que ha llevado a la judicialización de otros casos para enfermedades no contempladas en la reglamentación, donde las sentencias obtenidas dan cuenta de la necesidad de poner en marcha el sistema, basándose en la falta de operatividad actual de la Ley 27.350 en lo que hace al estricto uso medicinal; manifestando que la implementación del cultivo por parte del CONICET y el INTA llevará necesariamente un tiempo que resulta incompatible con la urgencia que la atención de la salud de determinados pacientes requiere, a la par que la importación del producto comercial tampoco garantizaría sus necesidades; y que deviene inadmisible soportar cualquier retroceso ante los notables avances en su calidad de vida y en la de su familia y que no existe razón alguna para extender o profundizar los padecimientos que presentan estos pacientes. 

Así, en la causa: “Grossi, Candela Paula y Otros C/ Ministerio De Salud y Desarrollo Social de la Nacion S/Amparo Ley 16.986”, en donde la Defensoría del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires actúa como letrado patrocinante de los padres de una niña con Trastorno del Espectro Autista, la Cámara Federal de Apelaciones de La Plata, dictó una medida cautelar que condena al Estado Nacional a proveerle el aceite de cannabis a la niña en forma gratuita. Entre sus considerandos sostiene que: “..4.3. …el marco normativo supra desarrollado permite razonablemente   establecer que el Estado Nacional sea quien le suministre provisionalmente y   de   manera   gratuita   a   los   amparistas   el   aceite   de cannabis, en las cepas, cantidades y variaciones que su hija necesita. Abastecimiento que, cabe aclarar, queda a resultas de lo que pudiere surgir de las pruebas que se vayan recolectando en el decurso de la causa, conforme a las consideraciones que más adelante se efectuarán. 4.4.Este mandato precautorio no implica, huelga aclarar, emitir un juicio sobre el acierto o desacierto de   una   política   pública   implementada   por   el   Estado Nacional.  Constituye, en rigor, una respuesta provisional que prima facie coadyuva a instrumentar la política pública de   generar   nueva   evidencia   científica,   admitiendo paulatinamente la inclusión de patologías que no sean la epilepsia   refractaria   con   el   fin   de   analizar   las bondades o efectos adversos -que por el momento en el caso   no   se   observan,   sino   todo   lo   contrario-   en   el empleo de la alternativa terapéutica en examen…” (énfasis agregado)
Que la presentación realizada ante esta Defensoría del Pueblo por representantes de organizaciones civiles destinadas a la temática, señala que la ley 27.350 ha sido reglamentada parcialmente, sin que ello permita su cabal aplicación y, en consecuencia, no puede darse respuesta adecuada a las necesidades de los pacientes de otros  enfermedades (no contempladas en la reglamentación) a quienes se ha indicado el uso de aceite de cannabis por parte de profesionales de la salud y/o quienes lo utilizan como paliativo de enfermedades crónicas para evitar sufrimiento o dolor innecesario, respetándose de esta sus derechos conforme la legislación vigente en la materia.
Que como se ha señalado precedentemente, aunque ni el texto de la ley ni su reglamentación lo establecen, el Programa Nacional para el Estudio y la Investigación del Uso Medicinal de la Planta de Cannabis, circunscribe el uso medicinal de aceite de cannabis sólo a pacientes con epilepsia refractaria, a pesar de que muchas personas con otras patologías -trastornos del espectro autista, dolores crónicos, pacientes con cáncer, etc.- requieren del uso terapéutico del aceite de cannabis, y en los cuales se han obtenido resultados favorables en el tratamiento de dichos padecimientos, sin resultar los mencionados los únicos donde se ha verificado estos resultados positivos.

Que asimismo, respecto a los casos donde el uso del aceite de cannabis hubiera sido indicado por un profesional de la medicina, debe tenerse en cuenta la vigencia de la ley 26.529 sobre los Derechos del Paciente en su relación con los profesionales e instituciones de salud
 que  consagra entre los derechos esenciales de los pacientes el referido a la  autonomía (art. 2º inc. e): "Autonomía de la voluntad. El paciente tiene derecho a aceptar o rechazar determinadas terapias o procedimientos médicos o biológicos, con o sin expresión de causa, como así también a revocar posteriormente su manifestación de la voluntad. (…)".
Que en virtud de las consideraciones reseñadas, es posible concluir que el Estado se encuentra incumpliendo con una norma legal vigente (Ley 27.350), resultando de ello un perjuicio concreto y efectivo para el ejercicio del derecho a la salud del colectivo integrado por usuarios de cannabis medicinal, que verían atenuados sus padecimientos o mejorada su condición de salud y calidad de vida, mediante el acceso gratuito al aceite de cáñamo y demás derivados del cannabis para uso medicinal y/o terapéutico, resultando de suma importancia incorporar a otras enfermedades en la utilización medicinal de la planta de cannabis y sus derivados, íntimamente relacionado con el respeto a la dignidad de la persona enferma, a poder mejorar su calidad de vida y procurar aliviar el sufrimiento físico y psicológico cuando el paciente no responde a otros tratamientos curativos tradicionales.

Que habiendo tomado debida intervención todas las áreas del Organismo involucradas en la temática, así como la Secretaría Legal y Técnica de esta Defensoría, y atento a que no se ha recibido respuesta alguna por parte del Estado Nacional en cuanto a la notificación de la Resolución del Defensor del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires N° 22/18, corresponde proceder al dictado de una nueva Resolución recomendando al Estado Nacional que dé efectivo cumplimiento a la Ley 27.350, así también se garantice el acceso gratuito al aceite de cáñamo y demás derivados del cannabis para su uso medicinal, terapéutico y/o paliativo del dolor modificando la reglamentación emanada de la autoridad de aplicación, es decir el Ministerio de Salud, solicitando además la ampliación del uso del cannabis medicinal a las enfermedades contempladas por el Artículo 1 del Anexo 1 de Resolución N° 1537-E/2017, para las cuales exista evidencia científica y en donde se hayan obtenido resultados positivos.
Que el art. 55 de la Constitución Provincial fija la competencia de nuestro organismo, estableciendo que el “Defensor del Pueblo tiene a su cargo la defensa de los derechos individuales y colectivos de los habitantes”, por lo que de conformidad con dichas misiones y funciones de defensa y garantía de derechos de los habitantes de la Provincia, y a tenor de las previsiones contenidas en el art. 27 de la Ley 13.834 y sus modificatorias, corresponde emitir el presente acto.
Por ello, 

EL DEFENSOR DEL PUEBLO

DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

RESUELVE
ARTICULO 1.- RECOMENDAR al Ministerio de Salud de la Nación, en su calidad de autoridad de aplicación de la ley 27350, que de efectivo cumplimiento al artículo 1° de la Resolución N° 22/18, garantizando el acceso gratuito al aceite de cáñamo y demás derivados del cannabis, en variedad de cepas suficientes para su rotación, para toda persona que voluntariamente se incorpore al Programa Nacional para el Estudio y la Investigación del Uso Medicinal de la Planta de Cannabis, ello para su uso medicinal, terapéutico y/o paliativo del dolor, para los pacientes que presenten las patologías que la autoridad de aplicación determine y/o el profesional médico del hospital público indique (arts. 1, 2, 3 inc. d y j, y 7 de la Ley 27.350), a fin de garantizar el disfrute del más alto nivel posible de salud que les permita vivir dignamente.

ARTÍCULO 2.- RECOMENDAR al Ministerio de Salud de la Nación, modifique el artículo 1° del Anexo 1 de la Resolución N° 1537-E/2017 que permita incorporar nuevas patologías además de la epilepsia refractaria, dentro del Programa Nacional para el Estudio y la Investigación del Uso Medicinal de la Planta de Cannabis, para su uso medicinal, terapéutico y/o paliativo del dolor, permitiendo que todos los pacientes que presenten dichas patologías y que voluntariamente se incorporen al Registro Nacional, contando con indicación de un profesional médico, accedan de manera gratuita al aceite de cáñamo y demás derivados del cannabis, en variedad de cepas suficientes para su rotación, garantizándoseles el disfrute del más alto nivel posible de salud que les permita vivir dignamente. 
ARTICULO 3.- Regístrese, comuníquese. Cumplido, ARCHÍVESE.

RESOLUCION N° 2/20
�	  Considerando II. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Precedente “Saguir y Dib Claudia Graciela s/autorización” de 1980. 


�	 Artículo 1° Ley 27.350. Disponible en: � HYPERLINK "http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/270000-274999/273801/norma.htm"��http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/270000-274999/273801/norma.htm�





�	 Sanc. 21/10/2009; BO 20/11/2009; modif por ley 26.742, dec. 1089.





